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El puerto de Valencia, visto desde la playa de El Saler, en una imagen de 2023.  MÒNICA TORRES
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VALENCIA

La Sección Cuarta de la Sala 
de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior 
de Justicia (TSJ) de la Comu-
nidad Valenciana ha deses-
timado en una sentencia el 
recurso presentado por el 
grupo Acció Ecologista Agró 
contra el polémico proyecto 
de construcción del nuevo 
muelle de contenedores de 
la ampliación norte del puer-
to de Valencia, con un presu-
puesto de licitación superior 
a los 660 millones.

Los magistrados consi-
deran que la declaración 
de impacto ambiental (DIA) 
formulada el 30 de julio de 
2007 se mantenía vigente 
cuando el proyecto redac-
tado en 2021 se aprobó por 
el consejo de administración 
de la Autoridad Portuaria de 
Valencia el 2 de diciembre 
de 2022, pues las obras de 
la primera fase que en ella 
se contemplaban no habían 
concluido y la segunda fase 
“formaba parte del mismo 
único proyecto”, según in-
dica una nota de prensa del 
TSJCV. Agró presentó su re-
curso contra el proyecto en 
enero de 2023 alegando la 
necesidad de otra DIA, entre 
otros argumentos.

No obstante, las obras de 
la nueva terminal (el pan-
talán se construyó en una 
primera fase del proyecto 
con una inversión cercana 
a los 200 millones de euros) 
continuaron porque la mis-
ma sala del Tribunal denegó 
en abril 2025 la suspensión 
cautelar de dichas obras que 
había solicitado Agró.

Los ecologistas forman 
parte de la Comissió Ciu-
dad-Port, integrada por 
diversos partidos (como 
Compromís o Podemos), 
sindicatos y entidades, 
que se han opuesto des-
de el principio al proyecto, 
fundamentalmente por la 
afectación medioambiental 
en las playas del sur, que ya 
se han detraído decenas de 
metros por el crecimiento 
histórico del puerto, y en el 
cercano Parque Natural de 
la Albufera.

La Generalitat y el Ayun-
tamiento de Valencia, am-
bos presididos por el PP, y 
el Gobierno central, cuyo 
ministro de Transportes, 
el socialista Óscar Puente, 
reactivó el proyecto, deien-

El TSJCV desestima el recurso de Acció Ecologista Agró y dicta que la declaración 
de impacto ambiental de 2007 estaba vigente cuando se aprobó la obra en 2021

trata de “dos proyectos a los 
efectos del impacto ambien-
tal, no ‘proyecto’ a los efec-
tos puramente conceptuales 
o con arreglo a otras pres-
cripciones legales (Ley de la 
Ediicación, la legislación de 
contratos del sector público 
en punto a las modiicacio-
nes de proyectos por encima 
del 20%, etc.), porque una 
respuesta eventualmente 
airmativa habría de llevar-
nos a entender que se hu-
biera requerido una nueva 
evaluación ambiental”.

El mismo proyecto
La sentencia, que puede ser 
recurrida en casación ante el 
Tribunal Supremo, analiza 
el informe pericial emitido 
por un ingeniero de cami-
nos, canales y puertos de-
signado por la propia sala y 
que compareció en una vis-
ta celebrada en septiembre 
del pasado año para aclarar 
su dictamen. “Pues bien, del 
contenido del mismo, inclu-
yendo sus aclaraciones, con-
sidera la sala no acreditado 
que estemos ante un nuevo 
proyecto a efectos medioam-
bientales”, concluyen los ma-
gistrados.

El tribunal destaca que 
ese informe pericial, que 
sí refiere la necesidad de 
una nueva DIA, “omite” en 
cambio “adentrarse a fon-
do sobre lo que, en rigor, le 
fue solicitado en concreto”, 
como un análisis de emisio-
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mitigar el impacto 
medioambiental 

La justicia avala la ampliación del puerto de 
Valencia al no ver futuros “efectos adversos”
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requería otra DIA
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Pontegadea, brazo inversor 
del fundador y primer accio-
nista de Inditex, Amancio 
Ortega, ha vendido el 13,7% 
de su participación en Re-
des Energéticas Nacionais 
(REN), el operador del siste-
ma eléctrico y de gas portu-
gués, al Estado de Portugal, 
en una operación valorada 
en 380 millones. El vehículo 
inversor de Amancio Ortega 
cesa así su participación en 
la compañía lusa, que que-
dará en manos de Portugal 
a través de Parpública –Par-
ticipações Públicas (SGPS)–, 
holding de capital 100% pú-
blico encargado de adminis-
trar las participaciones en 
distintas compañías.

Pontegadea ha transmi-
tido a la empresa pública 
Parpública 91.723.676 accio-
nes de REN y pasa a tener el 
0% de los derechos de voto, 
según un comunicado del 
family oice de Ortega que 
recogen Europa Press y Efe. 

La transacción culmina 
el contrato de compraven-
ta suscrito el pasado 14 de 
agosto entre Pontegadea y 
Parpública, que estaba con-
dicionado al visto bueno pre-
vio del Tribunal de Cuentas 
de Portugal. REN comunicó 
ayer al mercado que se ha-
bía veriicado la condición 
suspensiva establecida para 
completar la operación.

Aunque las partes no han 
desvelado los términos del 
acuerdo, el diario luso Jor-

nal Económico anticipó en 
agosto que la operación as-
cendía a 380 millones. La 
transacción supone la vuelta 
del capital público al ope-
rador eléctrico portugués, 
que no contaba con parti-
cipación del Estado desde 
hace al menos una década. El 
primer ministro portugués, 
Luís Montenegro, defendió 
en agosto que la entrada del 
Estado responde a razones 
estratégicas y de seguridad 
energética, y descartó que el 
objetivo de la operación sea 
renacionalizar la empresa.

En 2021, Pontegadea In-
versiones desembarcó en el 
capital del operador de la 
red eléctrica portuguesa con 
la adquisición de una partici-
pación del  12% e. El vehículo 
inversor de Ortega alcanzó 
entonces un acuerdo con 
Mazoon para hacerse con 
esta participación en REN.

nes atmosféricas del tráico 
marítimo, incrementos en la 
utilización de recursos na-
turales, vertidos al litoral, 
generación de residuos o una 
hipotética afección al Parque 
Natural de la Albufera, entre 
otros extremos. Además, se 
basa “signiicativamente” en 
otro informe pericial apor-
tado por la asociación de-
mandante que no evaluaba 
las dos adiciones al proyecto 
de 2018, que fueron introdu-
cidas en 2020, prosiguen los 
magistrados.

Por el contrario, el perito 
judicial que compareció en 
la vista no valoró otro dicta-
men, encargado por la Auto-
ridad Portuaria y suscrito 
en febrero de 2022 por otro 
ingeniero, que al tribunal le 
resulta “solvente” tanto por 
su “metodología” como por 
sus “conclusiones”. Ese infor-
me pericial de 2022 y otros 
documentos, como una nota 
técnica suscrita en abril de 
2021 por el director de Pla-
niicación y Desarrollo y con-
formada por el presidente de 
Puertos del Estado, merecen 
a la sala un mayor crédito y 
le llevan a considerar que no 
era precisa una nueva eva-
luación ambiental.

El TSJ valenciano recuer-
da igualmente que no es ob-
jeto de este pleito otros pro-
cedimientos relacionados 
con el puerto de Valencia 
incluidos en los fundamen-
tos jurídicos de la demanda, 

como la concesión de una 
terminal de contenedores, 
otra de pasajeros, el rescate 
de una tercera concesión o 
el Plan Especial de la Zona 
de Actividades Logísticas 
(ZAL). Del mismo modo, la 
sentencia recoge que no ha 
quedado acreditado “ni en 
lo fáctico ni en lo jurídico 
que el acuerdo aprobatorio 
del proyecto constructivo 
del muelle de contenedores 
de la ampliación norte del 
puerto de Valencia incurra 
en vicio invalidante alguno”.

La Autoridad Portuaria 
de Valencia expresó en un 
breve comunicado “su plena 
satisfacción por la senten-
cia”, que avala “la validez 
de la tramitación llevada a 
cabo con el proyecto de la 
terminal norte del puerto 
de Valencia”. 

“Esta satisfacción se 
hace extensiva al conjunto 
de la comunidad portuaria, 
porque la resolución supone 
un respaldo a un proyecto 
estratégico; a una infraes-
tructura fundamental para 
reforzar el posicionamiento 
de Valenciaport en el mer-
cado global de la logística y 
el transporte”, prosiguió la 
autoridad.

 “Un proyecto que, como 
hemos expresado desde sus 
inicios, contribuirá a gene-
rar más actividad y empleo, 
y a fortalecer la competiti-
vidad de la Comunitat Va-
lenciana”, añadió.

den la ampliación y aseguran 
por su impacto económico y 
de empleo y porque que se 
han tomado medidas para 
mitigar las consecuencias 
medioambientales.

En su sentencia, el TSJ 
considera que “las modii-
caciones incorporadas en el 
proyecto de 2021 –aunque 
de muy notable envergadu-
ra respecto al proyecto ori-
ginario– no constituyen un 
proyecto que exigiera nueva 
declaración de impacto am-
biental”, “ni siquiera simpli-
icada, por no llevar consigo 
innovaciones que pudieran 
tener efectos adversos signi-
icados sobre el medio am-
biente” en los términos que 
prevé el artículo 7.2 c) de la 
Ley de Evaluación Ambien-
tal de diciembre de 2013.

La sala señala que resul-
ta preciso determinar si se 
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